
Justicia y Política 

Rodrigo V e ra La1na 
Abogado penalista 

H ace unos días el vocero de 
la Corte Suprema, ministro 

Milton Juica Arancibia, a propó­
sito del nombramiento del fisca l 
nacional expresaba que "no es 
un cargo tan técnico, es un cargo 
político, como son también los 
mi nistros de la Corte Suprema, 
para qué estamos con cosas. Son 
todos profesionales. La ventaja 
es que la Corte Suprema propo­
ne una lista de personas que tie­
nen todos la posibilidad de cum­
plir adecuadamente su cargo". 

Una primera lectu ra pue­
de provocar una tensión con 
la c reenc ia que hace sinóni­
mos los conceptos de Justicia y 
Derecho, donde se espera que en 
los Tribunales ad mi nistren Jus­
t icia los se leccionados como los 
más versados en Derecho, y que 
la política se mantenga lo más 
aleJada posib le, considerándola 
perversa y nefasta. 

En relación a lo anterior tam­
bién se debe te ner presente 
que a veces se sostiene que los 
Tribuna les no están para admi­
nistrar Justicia, sino que apli­
car el Derecho. Lo peor que nos 
puede pasar como sociedad es 
renunciar al ideal de Jus tic ia, 

reduciéndolo a un conjunto de 
artlculos e incisos. 

Nues tro ordenamiento Jurí­
dico no es sino expres ión de 
la política, las leyes las hacen 
ac tores pol ít icos elegidos 
democrát icame nte, y cada una 
de estas no rmas en realidad es 
una política de Estado posi ti­
vtzada. Por ejemplo, el Código 
Penal exime de responsabilidad 
penal al hiJo que hurta un cosa 
a su padre, entendiéndose tra­
dic ionalmente que esa norma, 
categorizada como excusa legal 
absolutoria, obedece a razo nes 
de "política crimina l" para no 
afectar mayormente las relacio­
nes famil iares. Así, en realidad 
toda norma Jurídica tiene un 
fundamento político,y por eso la 
Carta Fundamental, a cuyo ale­
ro se construyen todas las nor­
mas, se denomina precisamente 
Cons tit uc ión "Política" de la 
República. 

Por lo tanto, si el sustrato últi­
mo de cualquier Ley es polít ico, 
y existe acuerdo en que Justicia y 
Derecho son conceptos diversos, 
no se advierte como un requ isito 
exclusivo y excluyen te que en 
la admi nistrac ión de Jus ticia 
intervengan únicamente perso­
nas cuya principal característi­
ca sea la versación en materias 
Jurídicas, sino que idóneos serán 

quienes puedan aplicar de mejor 
forma la política estatal dent ro 
de ciertos márgenes Jurídicos. 

Eso si, lo que no debe perder­
se de vista es la independencia 
en la toma de decisiones Judicia­
les. Una cosa es el carácter polí­
t ico de un determinado cargo 
o fu nción pública, y otra, muy 
di ferente, es la injerencia de ter­
ceros, políticos o no, en la adop­
ción de resoluciones. Un cla ro 
ejemplo de esto sucedió con la 
nominación del contralor, donde 
había unanimidad en torno a la 
adecuada calificación profesio­
nal del abogado Enrique Rajevic 
Mos ler, reprochándosele sin 
embargo, una potencial falta de 
independencia en la administra­
ción de Justicia admi nistrativa 
en la Cont raloría General de la 
República. 

Lo cierto es que lo mani festado 
por el min istro Juica no es sino 
la realidad, estructura y defini­
ción conceptual de la adminis­
tración de Justicia en cualqu ier 
lugar del mundo. Quizás por eso 
el t ratadista uruguayo Eduardo 
Couture Etcheverry en los man­
damientos del abogado nos ins­
taba de la siguiente forma: "Tu 
deber es luchar po r el derecho, 
pero el día que enc uentres en 
conflicto el derecho con la Justi­
cia, lucha por la Justicia". 


